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vínculo matrimonial. Se da así, en sentido lato. una {<situaciánde
necesidad» en los términos del arto 41 de la C.E., situación que afecta
tanto al superviviente de una unión matrimonial como al de una unión
de hecho. Y eUo no obstante. el art. 160 de la Ley General de la
Seguridad Social. basándose en un criterio radicalmente a¡"eno a los
objetivos y el ámbito constitucionales de la Seguridad Socia definidos
en el arto 41 C.E., como es la existencia o no de vínculo matrimonial,
establece una diferencia de trato entre situaciones idénticas de daño
económico: concede una pensión al superviviente de una unión matri­
monial, y se la niega al superviviente de una unión estable no

Pleno. Sentencia 36/1991. de 14 de febrero. Cuestiones
de Inconslltucionalidad 1.00111988, 29111990,
669/1990.1.6291/990 Y 2.15111990 (aculIluladas!. en rela·
cíon con el texto refundido de la Legislación sobre, Tribuna­
les Tutelares de Jlenores, Ley .v Reglamento, aprobado por
Decreto de JJ de junio de 1948.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; y don Francisco Rubio Uorente, Fer­
nando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega Bena­
yas, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer.. don Jesús Leguina
Villa, don Luis Lóp'ez Guerra don José Luis de los Mozos y de los
Mozos, don Alvaro Rodríguez Bcrcijo, y don Vicente Oimeno Sendra,
J\Iagistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ,las cuestiones de ¡nconstitucionalidad acumuladas núme­
ros 1.001/1988. 291/1990. 669/1990.1.629/1990 y 2.151/1990. formula·
das. respectívamente. por 10s)ticcesde"Menores de Tarn1gona, núm. 2
de Barcelona. núms. 3 y 4 dé Madril:t; 'y el de Oviedo. sobre el texto
refundido de la Legislación sobre Tribunales Tutelares d~ Menores, Ley
y Reglamento, aprobado por Decreto de JI de junio de 1948, y, en su
caso. sobre diversos preceptos de la Ley de Tribunales Tutelares de
Menores. Han sido partes el Fiscat General del Estado y el Abogado del
Estado. y ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente,
quien expresa el parecer del Tribunal.

l.' Antecedentes

l. El día 31 de mayo' de 1988 tuvo entrada en el Registro ce este
Tribunal Auto de 25 del mismo mes y afio del Juzgado ele Menores de
Tarragona, por el que se plantea, en el expediente núm. 97/1988. seguido
contra un menor que participó en la sustracción de un ciclomotor,
cuestión de inconstitucionalidad sobre el texto refundido de la legisla­
ción sobre Tribunales Tutelares de Menores. Ley v Re~lamento.
aprobado', por Decreto de 11 de junio de 1948, en su' totalidad. por
conculcar el arto 117 de la C.E., o, aiternativamente, la inconstitucionali­
dad de los arts. 16, 18 Y23 de la Ley como contrarios al ~rt. 25. I de la
C.E.• y el arto 15 de la misma en relación con los arts. 29, 68 Y 6/j del
Reglamento por infringir el arto 24 de la c.E. Dicho asunto fue
regIstrado con el num. 1.001/1988.

2. El día 6 de febrero de 1990 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal Auto de 18 de diciembre de 1989. del Juzgado de Menores
núm. 2 de Barcelona. por el que se plantea, en el expediente
núm. 1.432/1987. seguido contra un menor implicado en hechos consti­
tutivos de robo con violencia en las personas, abusos deshonestos y
amenazas, cuestión de inconstitucionalidad sobre el art.J5 de la Lev del
Tribunal Tutelar de Menores en relación con los arts. 9. 10, 14. 11,24.
25. t 17, < 120 Y 124 de la c.E.~ 'pide asimismo; que si se estima
procedente, se extienda la declaración de inconstitucionalidad por los
mismos motivos a los arts. l. 3, 4, 5. 6, 7, 9, l. o, B, y C): 11. 16, 17, A).
Y 10 y 22 de la mencionada Ley. Dicho asunto fue registrado con el
núm.. 191/l990. -

3. El día 14 de marzo de 1990 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal Auto del Juzgado de Menores núm. 3. de Madrid, dc 13 de
mano del mencionado año. por el que se plantea. en las diligencias
previas núm, 489/1989, incoadas contra un menor que pJrtícipó en la
utilización ilegítima de vehículo de _motor ajeno e imprudencia con
resultado de muerte y daños materiales, cuestión de inconstitucionali­
dad sobre el texto refundido de la ~islación sobre Tribunales Tutelares
de Menores. Ley 'i Reglamento, por Ir en contra de los arts. 9, 3, 10, 14,
24. 25 Y39.4 de la c.E., o, en su caso, y para el supuesto concreto que
motiva la cuestión, que se declare que los arts. 15 y J6 de dicha Ley son
contrarías a los mismos preceptos constitucionales. Dicho asunto fue
registrado con el núm. 66911990.

matrimonial. Se produce, por tanto, una vulneración del principio de
igualdad del art. 14 C.E., en relación con los mandatos del arto 41 de la
misma norma, al no haber una justificación razonable, sino opuesta a las
previsiones constitucionales, de la diferencia de tratamiento. Ello
debería ronducir a estimar que, en el supuesto de que ahora se trata. se
ha vulnerado el derecho a un trato no discriminatorio, y por lo tanto.
debería concederse el amparo que se solicita.

Madrid, a catorce de febrero de mil nóvecientos noventa y
uno.-Firmado.-Luis López Gucrra.-Rubricado.

4. El 27 de junio de 1990 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal Auto del Juzgado de Menores mimo 4 de Madrid. de 7 de junio
anterior, por el que se plantea, en el expediente núm. 70/1990. seguido
contra un menor que participó en la utilización ilegítima de vehículo de
motor ajeno, cuestión de inconstitucionaiidad sobre el arto 15 de la Ley
de Tribunales Tutelares de Menores, por contradicción con los arts. 9,3,
14 Y 24 de ~a C.E. Dicho asunto fue registrado con el núm. 1.62911990.

5. EJ 21 de agosto de 1990 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal Auto del Juzgado de Menores de Oviedo, de 31 de julio del
mencionado año, por el que. en las diligencias previas núm.185jI989,
incoadas contra dos menores implicados en un hecho constitutivo de
viobción. se plantea cuestión de inconstitucionalidad sobre los arts. 15
Y 16 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores. en relal'ión con lo
dispuesto en los arts, 9.3, 10.2.14.24,17.3. 110 Y 124 de la C.E Dicho
asuntu fue registrado con el núm. 2.151jl990.

6. Todas las cuestiones de inconstitucionalidad parten de que el
procedimiento para la corrección de menores tiene las caracteristicas ete
un proceso y coinciden en lo sustancial de sus argumentos. Tienen, sin
emb::!Tgo. muy distinto alcance, pues en tanto que las cuestiont:s
1.001/1988 y 669/1990 pretenden la declaración de inconstitucionalidad
de toda la legislación sobre Tribunales Tutelares de Menores. esto es.
tanto de la Ley (en lo sucesivo. LTTM) como del Reglamento. y la
cu('stión 291/1990 extiende también sus dudas a la mayor parte de los
artículos de esta última. las cuestiones restantes se centran sobre
artículos concretos, que coinciden. por lo demás. con aquello'i que. en
las antes citadas. son objeto de una consideración especifica.

Así. las cuestiones 1.001/1988.669/1990 y 2.151/1990, plantean la
inconstitucionalidad del arto 16 de la LTTM, por otorgar al Juez una
desmesurada discrecionalidad, toda vez que los mismos hechos cometi­
dos por diferentes menores en los que concurran diversas condiciones
morales y sociales pueden dar lugar a la aplicación indistinta e
indiscriminada de las medidas previstas en el arto 17 de la LTTM,
vulnerándosc- COn ello los principIOS de interdicción de la arbitrariedad
de los poderes publicas)" seguridadjuridica reconocidos en el art. 9.3 de
la CE., a~'¡ como el principio de igualdad garantizado en el art. 14 de la
CE. y ef principio de legalidad penal del art.25.1 de la C.E La
incompatibilidad con este último. de los arts. 18 y 23 de la LTTM se
afirma también en la primera de las cuestiones últimamente citadas.

Todos los Jueces de Menores coinciden en cuestionar la inconstitu­
cionalidad del arto 15 de la LTTM, basándose en los siguientes argumen­
tos:

a) En primer lugar. el mencionado precepto conculca los arts. 10.2
y 39.4 de la c.E. Si bien, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos de Nueva York de 19 de diciembre de 1966, la DedunJción
Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 yel
Convenía para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades
Fundamentales adoptado en Roma el4 de noviembre de 1950, nad;::, se
especifica en cuanto a los menores- respecto a los derechos y garantías
que en ellos se establecen, en virtud del principio de igualdad 'i no
discriminación consagrados en los mismos, hay que entender que tales ,­
derechos amparan también a los menores.

Y en este sentido, se resalta que las Reglas mínimas de las Naciones
Unidas para la administración de la justicia de menores (<<Reglas de
Beijing», de 29 de noviembre de 1985), en los apartados 2.3 y 7.1, hacen
referencia a fa:" garantías de los procesos de menores y a los derechos de
estos. También, la Recomendación 20/1987, del Comité de Ministros
del Consejo de Europa, adoptada el t 7 de septiembre de t987. relativa
a las «Reacciones Sociales ante la Delincuencia Juvenil», refuerza la
posición legal de los menores durante todo el procedimiento. Por
último, aluden a.la Convención de las Naciones Unidas relativas a los
Drrc-chos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas de 20 de noviembre de i 989, que establece una serie de
garantias en procedimientos en materia de menores.

b) EJ arto 15 de la LTTM infringe también el arto 9.3 de la C.E., ya
que. al no disponer un procedimiento específico adaptado a la especial
~liUación del menor, lo~ Jueces de Menures aplican diferentes normas
procesales, provocando ipseguridad jurídica. Con ello se vulnera igual­
mente el principio de igualdad garantizado en el arto 14 de la c.E.,
porquc, al existir un vacío legal en cuanto al mínimo cauce procesa! a
seguir respecto del menor enjuiciado, se ha hecho posible que a 105
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menores no se les hayan aplicado las garantías procesales con que
cuentan los adultos en idéntica situación, habiendo una desigualdad de
trato.

e) Pero el alegato fundamental recogido en todas las cuestiones de
inconstitucionatidad es el de que el arto 15 de la LTTM va en contra del
nrt 24 de la C.E. y ello por varias razones. En primer lugar, y en
relación con el derecho a la tutela judicial efectiva. porque el mandato.
contenido en el precepto cuestionado, de que las resoluciones que se
dicten en materia de procedimiento de menores se redacten concisa­
mente, han dado como consecuencia que las resoluciones de los
Juzgados de Menores muchas veces en la práctica carezcan de motiva­
ción. infringi~ndo el arto 120.3 de la CE. y con ello también el indicado
derecho fundamental. pues como ha dicho el Tríbunal Constitucional en
las SSTC 95/1983 y 96/1983. los requisitos y formas procesales cumplen
un papel esendal en la ordenación del proceso.

Por otro lado, aun cuando muchos de los derechos consagrados por
el art. 24.2 se puedan ejercer directamente por obra de lo dispuesto en
la disposíción derogatoria tercera de la Constitución Española. y el
art. 5: 1 de la LOPJ. hay otros de los Que sólo pueden gozarse mediante
la aCClón del legislador. Así es imposible la aplicación en estos casos del
principio acusatorio que. como resalta la STC de 28 d~ marzo de 1988,
fOfma parte de las garantías sustanciales del proceso penal, conculcán­
doce lo establecido en los arts. J24 Y 117,3 Y4. de la CE.. ya que de otro
modo se convertiría el Juez en acusador, función que no le corresponde.

Tambicn se vulnera el derecho a un proceso público contenido en el
art. 24.2 y 120.1 de la CE.. así como en el art." 6.1 del Con\'enio de
Roma y 14.3, c), del Pacto de Nue....a York. Igualmente se infringe el
principo de oralidad del apartado 2.° del arto 120 de la CE. y los
derechos reconocidos en el art. 17 de la e.E. Y por ultimo, en relación
con el art. 15 de la LTTM, el Juez de Menores de Tarragona plantea la
inconstitucionalidad de los arts. 29. 68 Y 69 del Reglamento, por los
mismos motivos an~eriormente expuestos.

7. Por providencia de 6 de junio de 1988, la Sección Segunda
acordó admitir a trámite Ja cuestión de inconstitucionalidad
núm, 1,001/1988; Y dar traslado de las actuaciones al Congreso de los
Diputados, al Senado, al Gobierno y al Fiscal General dcJ Estado, para
qUt: cn el plazo de quince días pudieran personarse en el procedimiento
v formular las alegaciones- que estimaran convenientes a tenor delart. Ji'.2 de Ja LOTe.

Igualmente, se acordó Jo expuesto anteriormente en cuanto aJas
cuestiones de inconstitul.:Íonalidad núms. 2QI/1990, 669/1990.
1.6291 l990 y 2.151¡l990, por providencias, respectivamente. de la
Sección Cuarta de 12 de febrero de 1990, de la Sección Segunda de :2 de
abril de 1990, de la Sección Tercera de 11 de julio y 17 de septiemore
de 1990.

El Presidente del Congreso de los Diputados. en nombre del
Congreso, comunicó al Tribunal que la Cámara no se personaría en las
cuestiones de inconstitucionalidad ni formularía alegaciones, pero puso
a disposición del Tribunal las actuaciones de la Cámara que pueda
pr~cisar.

El Presidente del Senado, en nombre deJ Senado, solicitó se le tuviera
por personada a la Cámara en las cuestiones de inconstitucionalidad, y
por ofrecida su colaboración a los efcctos del arto 88.1 de la LOTC

8. El Fiscal General del Estado formuló escrito de alegaciones a las
diversas cuestiones de ¡nconstitucionalidad. En primer término. consi·
dera respecto a la posible ¡nconstitucionalidad de los arts. 29, 68)' 69
del Reglamento para la ejecución de la Ley de Tribunales Tutelares de
Menores planteada a Ja cuestión núm. 1.001/1988. en relación con el
m1. 15 de la citada Ley, que no puede ser objeto del presente
procedimiento, ya que la cuestión de inconstitucionalidad, de acuerdo
con eJ arto 163.1 de 11'\ C.E., exige norma con rango de Ley aplicable al
caso, sin que pueda hacerse pronunciamiento sobre las nonnas de
inferior rango. .

En segundo lugar, la inconstitucionalidad del texto refundido de la
legislación sobre Tribunales Tutelares de Menores. Ley y Reglamento,
aprobado por Decreto de I1 de junio de 1948. planteada en las
cuestiones núros. 1.001/1988 y 669/1990, así como la inconstitucionali­
dad de los arts. 1.3.4.5.6.7,9.1. B); 9.1. C); t t. 16, 17. A). Y20 Y22
de la citada Ley planteada ell.la cuestión núm. 29J/1990 no son
atendibks, ya que la totalidad de la normativa, por un lado, no tiene en
su conjunto rango de Lev, porque se alude tambjén al Reglamento, y, de
otro, la inconstitucionalÍdad de la totalidad de la disposición normativa
con fuerla de Ley sólo puede reconducirse por medio del recurso de
¡nconstitucionalidad desarrollado en el capítulo segundo del título 1I de
la LOTe. No constituyendo las cuestiones de inconstitucionalidad un
ml--canismo abstracto de control de la inconstituciona!idad de las
núrmas (STC 127/1987), y requiriendo. además, conforme a lo estable­
cido en el art. 163 de la CE. y el art. 35.2 de la LOTC, que Ja norma
con rango de Ley cuestionada tenga influencia decisiva en la resolución
que deba pronunciar el órgano judiciaL

Por tanto, el Fiscal General del Estado considera que las cuestiones
de ¡nconstitucionalidad deben tener sólo por objeto los arts. 15, 16. 18
y 23 de la LTTM, ya que sólo respecto a estos prece-ptos se cumplen los
requisitos necesarios para plantear la cuestión de inconstitucionalidad.

En cuanto al art. 16. se alega que en éste sólo se contiene una
l'emisión general de los hechos tipificados corno delitos o faltas en el
Código Penal. sin describir ninguna otra conducta susceptible de generar
una medida reformadora o de protección que pudiera en cierto modo
limitar O restringir alguno de los derechos constitucionalmente protegi­
dos. Tampoco el arto 128 incorpora elementos descriptivos de conduc­
tas sancionables o determinantes de medidas protectoras. Por tanto.
estos preceptos no scftalan penas o sanciones, aunque sí la posibilidad
de adoptar medidas de carácter reformador o de protección. La ausencia
de pena se justifica por la falta de imputabilidad del menor y
consiguientemente de responsabilidad. De aquí que las resoluciones de
los Jueces de Menores adopten la terminología de acuerdo'>. que no son
sancionadores ni definitivos. pudiendo modificarse y aun dejarse sin
decto por el propio Juez de conformidad con el art.23 de la LTTM. y
esta discrccionalidad otorgada a los- Jueces de Menores no afecta al
principo de legalidad del art. 25.1 de la e.E.. ya que aquella se predica
de medidas educativas o reformadoras, ajenas al ordenamiento sancio­
nador. Además. dicha discrecionalidad dentro del proceso de menores
esta reconocida en el ámbito internacional en la regla 6.1 de la.. Uamadas
{{Reglas de Beijing>~. Por lo que los arts. 16. 18 Y 23 de la LTTM no son
inconstitucionales,

En cambio, manifiesta el Fiscal General del Estado. que va en contra
del art. 24. 1 v 2, de la CE. lo establecido en el arto 15 de la LTTM.
ya que en el mísmo se establece un principio inquisitivo. puesto que sólo
actua el Juez. sin que intervenga el Ministerio Fiscal ni otro órgano o
institución. violándose el derecho a un proceso con todas las garantias.
ya que falta el derecho a ser oído. a utilizar los medios de prueba
pertinentes. a la contradicción procesal, el derecho a la defensa, etc.

El art. 24 de la CE. también alcanza a los procesos de menores.
aunque persigan fines correccionales, educativos o protectores, porque
los derechos fundamentales se reconocen a todas Jas personas, sin que
sea posible ninguna discriminación. Asi. el arto 14.J del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos establece que las personas son
iguales ante los Tribunales y Cortes de Justicia. y las «Reglas de Bcijing»
disponen una serie de garantias y derechos en el proceso en matena de
menores, y. por último. la Resolución 20/1987. del Consejo de Europa,
establece la necesidad de, reforzar. la posición legal de los menores
durante todo el proccso,reeotiociéndotes las mismas garantías procesa-
les que a los adultos. ' , _ '

Finalmente se alega que la STC 71/1990. recaída en los recursos de
ampare acumulados 1.767/1987 y 6/1988. versa sobre el procedimiento
para suspender el dl.:recho de los padres a la guarda y educación de sus
hijos menores, que se regula principalmente en los arts. 13 y 14 de
la LTTM, llegandos.e a la conclusión de que no se vulneraron los
derechos fundamentales invocados, pero no afecta al arto 15, que se
refiere al procedimiento para corregir y proteger a los menores, que va
en contra de lo establecido en el art. 24 de la CE. y, además, en cuanto
al carácter público del proceso, COntra lo dispuesto en el arto 120.1 de
la CE. y art. 6.1. del Convenio de Roma.

En atención a lo expuesto, eJ Fiscal General del Estado interesa que
se dicte Sentencia por la que se deciare que el arto J5 de la Ley de
Tribunales Tutelares de Menores es inconstitucional por oposición a los
arts. 24, l Y 2 de la C.E., y Que se acuerde la acumulación de las
diversas cuestiones de inconstitucionalidad a la número 1.001/1988.

9. El Abogado del Estado se personó, en nombre del Gobierno, y
presentó escrito de alegaciones, aludiendo. en primer lugar, respecto a
los requisitos formales, Que hay una ausencia de condiciones procesales
respecto a las cuestiunes de inconstitucíonalidad planteadas, ya que las
mismas pueden ser apreciadas no sólo en el trámite de admisión
pre,'isto en eJ art.37.J de la LOTC, sino tambien en las Sentencias
(3/1988,4/1988.141/1988 Y 188/1988).

Así. manifiesta que de ¡os arts. 163 de la CE. y 35 de la LOTC se
deriva que la cuestión de inconstitucionalidad sólo puede plantearse en
el seno de un proceso, siendo realidades inherentes al mismo la
satisfilcdón de intereses yel enfrentamiento de las partes procesales.
Pues bien, el procedimiento para corregir y proteger a los menores que
regula el Decreto de II de junio de 1948 no es un proceso, por no
concurrir los requisitos anteriormente mencionados, por Jo que los
Juzgados de Menores no tienen atribuida la facultad de, promover
cuestiones de inconstitucíonalidad en los presentes supuestos, ya que los
procedimientos que tramitan no son verdaderos procesos.

En cuanto a las cuestiones núms. 1.001/1988.291/1990 y 669/1990,
se alega asimismo por el Abogado del Estado que la pretendida
declaración de inconstítucionalidad de toda la legislación en m<tteria de
menores es inadmisible. ya que la cuestión de inconstitucionalidad no
e5 uná acción concedida para impugnar de modo directo)' cen canictcr
abstracto la validez de la Ley, sino un mecanismo de control concreto,
y como quiera que sería un uso no adecuado a su naruraleza. se
incumple en este punto, por consiguiente, los requisitos de los arts, 163
de la CE. y 35 de la LOTC

La cuestión núm. 1.001/1988 adolece también de otro dcJ-':-cto de
carjcter formal, como es que al plante;lr la cuestión de inconstitucionali­
dad sólo se ha dado audiencia aJ Ministerio Fiscal, y no al n1(~nor o su
fI.:prc~ntantc legal, siendo la falta d~ audiencia un defecto insubsanable
(SSTC 4/1988 y 67/1988); debiendo quedar excluido de la citada
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cuestión la pretendida declaración de ¡nconstitucionalidad de
los arts. 29, 68 Y69 del Reglamento, ya que de acuerdo con los arts. 163
de la C.E.• 35.2 de la LOTe y 5.2 de la LOPJ, el proceso que nos
ocupa únicamente puede iniciarse en relación a normas ron rango de
Ley o con fuerza de Ley.

Por último, en cuanto al cumplimiento de tos requisitos fonnales, se
aduce que las cuestiones núms. 291/1990 y 2.151fl990 no se ajustan :1
los líroltes constitucionales, porque para ser admitida una cuestión de
inconstitucionalídad es necesano que al plantearse se ofrezca una
fundament..1.ción suficiente de la ¡nconstitucionalidad y de la relación
entre la norma cuestionada y el fallo, careciendo de juicio de relevancia
las citadas cuestiones, sin que tenga incidencia alguna en el curso del
proceso la anulación de los arts.l; y 16 de la LTTM. .

En cuanto al fondo del asunto, -el Abogado del Estado examina la
pretendida inconstitucionalidad de los arts. 15, 16, 18 y 23 de
la LTTM. .

Los arts. 16. 18 Y 23 de la LTTM no son contrarios ai principio de
tipicidad en materia' sancionadora del art 25.1 de la c.E. desde el punto
de vista formal, único aspecto puesto de manifiesto en la cuestión
numo 1.00~/1983, ya que no es posible exigir la reserva de Ler de
manera retroactiva para anular disposiciones reguladoras de materias )'
de situaciones respecto de las cuales tal reserva no existía de acuerdo con
el derecho anterior a la Constitución (STC 11/198)), ni tampoco
ignorar que el principio de legalidad que se traduce en la reserva
absoluta de Ley no inCIde en disposiciones o aetas nacidos al mundo del
Derecho con anterioridad al momento en que la Constitución fue
promulgada (STC !511981). .

Por otr:::. parte. tampoco el art.16 .de la LTTM conculca los
principios de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos y
de- seguridad jurídica recogidos en el ano 9.3 de la C.E. y el principio de
igualdad del art. 14 de la C.E., porque el principio de unidad jurisdiccio­
nal ((es compatible con la existencia de distintos órdenes jurisdiccionales
y de diver:os procedimientos que se dCS3ITollan ante cada orden
Jurisdiccional con arreglo a 5US respectivas ~ompetenelaS}l

(STC 71/1990). y ad-:más, el arto 16 de la LTTM sólo dispone que, en
los procedimientos para corregir a Jos menores por hechos ealifíeados
como dclitt.h o f<tltas en el Códifo Penal. los Jueces aprecic.1fan los
hechosco!l razonada libertad de cnterio.y prescmdiendo del conccf'to y
alcance juridico~penal de tales hechos, no determinando la desvincula­
ción del juzgador de los principius y pr~ceptos constitucionales que, en
todo caso, está obligado a aphcar.

Respecto ai arto 15 de la LTTM. señala el Abogado del Estado que
este precepto se limita a diferenciar la tramitación del procedimi~nto

que ~e s~~ue ante los Tribun~le~ T.ut~lares de Menores de aquel. cuya
traml1aClOn corresponde a la Junsdlcclón penal, no vulnerando nmgun
precepto constitucíonal.

Asi, no se contraviene el principio de seguridad jurjdíca del art.9.3
de la c.E., no Justíficándose dicha vulneradón en las cuestior.es de
inconstitucionalldad.

Tampoco el arto 15 de la L11M implica desigualdad ante la Ley ni
en la aplicadón de la "Ley en rel~ción con 'los adultos, eXlsúcndo
circunstancias que justifican la diferente tramitación de los proce:-os ({uc
afectan a los menares respecto de aquellos qu~ se siguen frente a adultos
y, por otro lado, el precepto en cue~tión, en sí mismo, no legitima una
desigualdad en la aplicación de la Ley, sino que establece previsiones
generales respecto de la tramitación de los procedimientos.

E! arto 15 de la LTTM no infringe el derecho a la tutela .judicial
efectiva del arto 24.1 de la C.E., ya que el comenido de este der~cho se
ha de satisfacer, como ha puesto de manifiesto d Tribunal Consl.itucio.
nal en la ~TC 71/1990, en el marco de una únicajurísdicción, pero ello
e~ compabble c<?n la existencia de distintos órdenes jurisdiccional~ y de
diversos procedImientos que se desarrollan ante cada orden jurisdiccio.
nal con arreglo a sus respectivascomoctencias. No padeciendo el
menci~nado derecho, si la especialidad de las reglas que rige los
procedImientos, que ante los distintos órdenes jurisdiccionales se siguen,
se hace compatlbli:. en 1(Ido caso, con un nivel de garantias procedimen~
tales básicas Que deben concitarse con la defensa y tutela de los intereses
prioritarios (en este caso, los derechos del menor) que son objeto de la
actividad jurisdiccional.

El, Abogado del Estado, en 10 referente a la vulneración de! precepto
euestlOnado del derecho a un procel'iO público garantizado en el arto 24.2
de la C.E., aduce que el mencionado derecho se reconoce en nuestra
Constitución con uno~ líwÍ1es que son los previstos en la Declaración
Universal de Derechos Humanos \-' en los Tratados Internacionales
suscritos por España sobre las mismas materias. Así, el art.6.1 del
convenio de Roma establece que Jos intereses de los menores pueden
justificar la limitación que hJ. de enCOnlrarse k·galmep.te prevista
(art. 120.1 de la c.E. y 232: 1de la LOPJ). Lis especiales caraeteristicas
que presentan los procedimientos de corrección v reforma que se
tmmítan en r~lación con menores justificun el art. '15 de la LTTM, )'a
que el proce-<hmiemo de corre-ceión no tiene carácter sanciunador, :;ino
rducatlvo y tutelar. Pero además la no publicidad del procedimiento no
supo~~ una restricció~ de las' garamias del menor. y el carácter
provlSIonal de las medidas que adopten los Jueces de Menores (art. 23
de la LTTM) constituye, por sí mismo, suficientc garantía y permit~ un

control público permanente de los acuerdos adoptados, incluso después
de la terminación del procedimiento. En todo caso, la conveniencia de
evitar la publicidad en a~guno de los procedimientos de los que conocen
los Jueces de menores. concretamente en el ejercicio de la facultad
protectora se ha puesto ya de manificsto por el Tribunal Constitucional
en la STC 71/1990. Vesta misma Sentencia determina que la interven­
ción del Ministerio Fiscal en los procedimientos en materia de menores
no es la de actuar como acusador sino la de salvaguardar los intereses
del menor.

Por último. se alega que la pretendida inconstitucionalidad del
arto 15 de la LTTM no se presenta en las cuestiones planteadas corno
resultado de su confrontación con algún parámetro de constitucionali­
dad. sino que se constituye en hipótesis justificadora de la necesid.ad de
una reforma de la legislación sobre menores. Y el esquema procedlmen·
tal que tan sólo se esboza en el arto 15 de la LTTM no supone mngún
obstáculo para la aplicación- de los principios contenidos en la Constitu·
ción, siendo ésta norma directamente aplicable.

En virtud de lo expuesto, el Abogado del Estado suplica que se
declare no haber lugar a pronunciarse sobre las cuestiones de inconstüu·
cionalidad y, subsidiariamente, se desestimen las cuestiones y declare ser
conforme a la Constitución los preceptos legales cuestionados. Y
asimismo solicita que se acumulen las divers<:.s cu{'<;tioneti de inconstitu·
cionalidad a la núm. l.OOI/l988.

10. Por Auto de 29 de octubre de 1990. el Pleno acordó acumular
las cuestiones de inconstitucionalidad· nums. 291/1990, 66911990,
1.62911990 Y 2.15111990, a la registrada con el núm. 1.0011!988.

11. Med¡an~ providencia de 12 de noviembre de 1990. la y,óón
Tercera acordó recabar del Consejo General del Poder Judicial la
contestación a la consulta elevada a dicho afgano por los J ucees de
Menores de M3drid el 4 de marzo del mencionado año, sobre el
procedimiento para corregir a menores.
. El lO de noviembre de 1990 tuvo entrada en el Re:;::ístro General de
este Tnbunal el informe de fecha 30 de mayo de 1990. del Consejo
General del Poder Judicial, elaborado en con'testación 3: la anterior
cOllsulta. En-dicho informe se adur.:e, en primer lugar. que lr:.s cu~stiones

pidoteadas por los Jueces de Menores de Madrid tIenen un (.:¿¡racte-r
b¿sicamen!e jurisdiccional, por 10 que frente a cualquít¡' posible contes­
tación se alzaría la prohibición establecida en el arto 11.3 de I::l LO?J.
No obstante, se- pone de manifiesto la necesidad de refúrmar la actual
legislación de m'?!1cres. ya qü<: la actual situaciún de la jurisdIcción de
menOres es de gran inseguridad juridica, procediendo instar al Gohierno,
a través del ~¡Ilnisterio de Justicia, a que ejerza su iniciativa legishniva
y remita cuanto antes a la~ Cortes Genenles el proyecto de reforma de
la legislación tutelar de menores. Y también procede dirigirse al Fiscal
General del Estado a fin de que establezca criterios uniformes de
actuadón del Ministerio Fiscal por el medio que éstime oportuno.

12. La S:::cción Tercera. por providl,;ncía de 21 de novícmbre d~

1990, acordó- dar traslado del informe del Consejo General del poder
Judicial al Abogado del Estado 'i al Fiscal General del Estado. para que
en el plazo común de diez días aicgaran lo que a su derecho convir::iera.

El Abogado del Estado. mediante escrito presentado el .29 de
nuviembre de 1990, señaló que el informe del Cons~jo General del
Poder Judicial no aporta ninguna luz que pueda ayudar a resolver la
cuestión de fondo planteada, ya que no contiene el más mínimo
razonamiento juridico sobre la adecuación a la Constitución de los
preceptos cuestionados.

El Fiscal General dd Estado presentó escrito el 7 de diciembre de'
1990, aduciendo que el informe del Consejo General del PoJer Judicial
pone de mamfic~to, de un lado, la incompatibilidad del procedimiento
de la legislación de Tribunales Tt.:!elares de Menores con la Con~ti1.U·
ción, cuando excluye a aquel procedimie-nto de las reglas procesales
vigentes en las demás jurisdicciones (art. 15 LTTM), Jo que equivale a
sustraerle de las garantias procesales que constituyen hoy buena parte de
los derechos fundamentales consagrados en el arto 24.1 y 2 c.E. y de
otro lado, también pone de relieve la conveniencia de que sean resueltas
con la mayor premura posible las cuestiones de inconstitucionalidad
acumuladas en este proceso.

13. Por providencia de 12 de febrero de 1991, se acordó senalar
para deliberadón y votación de las ~uestiones de inconstitucionalidad el
día 14 siguiente.

II. Fundamentos juridicos

l. Antes de entrar en el fondo de las dudas planteadas. es prE"dso
determinar si se cumplen las condíciones procesales exigidas por f05
arts. 35 y 36 de la LOTe para la admisión de las mencionadas
cuestiones de Íllconstitucíonahdad. pues tanto el Abogado del Estado
como el Fiscal General del Estado oponen diversos reparos al respecto
y, segun ha dL-'Clarado este Tribunal, «la falta de condiciones procesales
puede ser apreciada no sólo en el trámite de admisión previsto en el
art. 37.1 de la LOTC sino también en la Sentencia» (STC 141/1988. y
en el mismo sentido SSTC 311988, 411988.· 188/1988. 4111990,
15711990. 18611990).
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2. El Abogado del Estado alcp frente a todas las cuestiones de
¡nconstitucionalidad que, como se mfiere de los arts. 163 CE. Y 35 de
la LOTe. la cuestión de ¡nconstitucionalidad sólo puede plantearse en
~'I seno de un prcceso, sk'ndo realidades inherentes al mismo la
satisfacción de intereses y el enfrentamiento de las partes procesales. Los
procedimientos en los que se plantean las diferentes. cuestiones por Jos
Jueces de Menores, por el contrario. no son verdaderos procesos. sino
procedimientos de. carácter educativo y cautelar. en los que no cabe
promover ,cuestiones de ¡nconstitucionalidad; éstas son por tanto
inadmisihles.

La cuestión de cuál sea la naturaleza del procedimiento que '>c sigue
en los Juzgados de Menores, y concretamente. del procedimiento
corrector o reformador en el que se plantean las presente" (,;uestiones es.
sín embargo. uno de los temas básicos que es pr...~¡so resolver a las
cuestiones de inconstitucionalidad planteadas. Auordar tal probll'ma
como motivo de inadmisibilidad supondría emitir un Juicio anticipado
sohre uno de los principales puntos controvertidos. Basta. por dio. para
rechazar la causa de ínadmisibilidad invocada. con adelantar que nos
cnCOOlramO$ ante un proceso seguido ante órganos que ejercen potestad
jurisdiccional, cuyas decisiones pueden ser apeladas ante la Audiencia
provincial respectiva (art. 82.3 de la LÜPJ).

En lo -que respecta a la naturaleza de los procedimientos seguidos
ante los Juzgados de Menores, este Tribunal en STC 7IjI990. y ATe'
473/1987 Y 952/1988. si bien puso de manificsto la peculiar naturaleza
del procedimiento de protección de menores. regulado junto con el
procedimiento reformador en el art 15 de la Ley de Tribunales
Tutelares de Menores (en adelante. LTTM), no cuestionó, en momento
alguno. su naturaleza como un verdadero proceso. Idéntica áfirmacíón.
con m.as fundamento aún, hay que realizar en el procedimiento para
corregir o reformar a menores. No es admisible negar el carácter de
proceso, como argumento. de inadmisibilidad, aduclendo la falta dc
contradicción. la no intervención del Ministerio Fiscal ni de Letrado
defensor del menor, pues ello constituye precisamente uno de los
principales motivos aducidos para cuestionar la constitucionalidad del
citado precepto que. pese a regular un cauce procesal para imponer
medidas reformadoras a los menores que hubiesen incurrido en (..onduc­
laS tipificadas por la Ley como delitos o faltas, no prevé la necesaria
intervención de tales partes, ni otras garantías procesales que pudiesen
considerarse imprescindibles en un Estado de Derecho para este tipo de
pro~dimlentos.

Por otra parte, este proc~dimiento se sigue ante órganos'con potestad
juridiccional, pue,s los Jueces de Menores son conforme a nuestra
legislación vigente miembros integrantes del Poder Judicial. El Texto
refundido de la Legislación sobre Tribunales Tutelares de Menores,
aprobado por el Decreto de 11 de junio de 1948. convenia a los
Tribun..lcs de Menores en organismos híbridos administrativos·jurisdic­
cionales, ya que podían estar formados por personas ajenas a la carrera
judicial, nombrados por el Ministro de Justicia y que. además. depen­
dían. según la Ley, de un Organismo, el Consejo Superior de Protección
de Menores, dependiente a su vez del Ministerio de Justicia. Dicha
estructura se alteró ya por las modificaciones introducidas por el
IXcreto 414{1976, de 26 de febrero, que posibilitó al personal de la
carr~ra judicial o fiscal en activo la compatibilidad de sus funcioens con
el ejercicio de la jurisdicción de mc:nores y ha sido radicalmente
cambiada después de la entrada en vigor de la Constitución y en
consonanda con esta.

La Ley Orgánica 6/1985, de I de julio, JeI Poder Judicial. en efecto,
en cumplimiento de lo dispul.-sto en la Constitución incardina a los
Tribunales Tutelares de Menores, que son sustituidos por los Juzgados
de Menores, dentro de la jurisdicción ordinaria. dejando de ser una
jurisdicci?n. es~ial, y establece, que los !ueces de M~no~~ tienen
potestad JunsdtCClonal (art. 26), correspondiéndoles «el eJerCICIO de las
funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren
incurrido en conductas tipificadas por la ley como delito o falta y
aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan
las leyes» (art. 97). Otr.1S consecuencias, por ejemplo, de la incardína~
cion dentro de la jurisdicción ordinaria de la jurisdicción de menores
son las relativas a la elección de Decano (art. 166), reparto de asuntO!i
(art 167) concursos de provisión (aunque en este caso con preferencia
por la ('spccializarión. arto 329.1 y 3, aprobándose el Reglamento para
la es~cialilación como Juez de Menores, por Acuerdo del Pleno dd
Consejo General del Pod~~r Judicial de 16 de junio de 1987). Por último.
la Ley 3811988, de 28 de diciembre, de Demarcadón v de Planta
Judií:ial. ha determinado la entrada en funcionamiento de íos Juzgados
de ~'fenores, que túndrán la competencia que reconoce- a los Tribunales
Tute1::m.'s de Menores la legislación vigente.

Por Ifl tanto, no cabe ninguna duda, que uctlialmente los Jueces de
t>.h'nores son micmbros integrontes del Poder Judicial, por lo que son
independientes, inamovibll's. responsables v sometidos únicamente al
imperio de la Ley, siendo los Juzgados de ~ilenorcs. Juzgados ordinarios
y especializados.

3. El Fiscal General y el Abo~do del Estado aducen Que la
pr~t~ndida declaración de inconstituclOnalidad de toda la legislación d~
l\1enores. planteada en las cuestiones núms. 1.001/1988 v 66911990. así
como la inconstitucionalidad de los arts. 1, 3, 4, 5, 6, 7: 9.1 B), 9.1 C).

11,16,17 a), 20 y 22 plante~daen la cuestión núm. 29111990. no son
admisibles, ya que la cuc<;tión de inconstitucionalidad no es llna
institución procesal que permita impugn::.r de modo dilwta y con
car::kt:.?f abstral.:to la \'alidez di: la Ley. SlflO un mecanismo de control
concreto, para resolver las dudu<; que suscíte la constiwcior:Jlid:td de
una Ley de cu~a validez dependa el fallo que-. en un procc'>o (onneto,
se ha de dictar.

En este punto la excepción ha de ser ¡Il:eptada, pues COIn') reiterada­
mente ha puesto de mnnifiesto estc Tnbunal eSSTC 17í 1;);i!. 94/1986,
106/191\:6 Y 551l990), la cuestión de inconstitucienalid:td no e,> una
m.'clón concedida a los orgunos judi,ja"~s para lmpU~l\ar de modo
directo y con carácter ahstrnclo J,a valiJez de la ley. sino un instrumento
puesto a djsposici~ dc aquéllos para conciliar la doble oi}Jjgaci0n ~n
i..{lJe se ~nCllentfan de actuar sometido'> a J::¡ Ley y a la (.ll:_\!i¡,Klon. Por
eso, uno de los requisitos IInprescindibles para el p¡a¡~h:arr.¡(n10 de la
cuestión de ¡nconstltucionalidad derivados de los :lrts. 163 y 35.2 de la
LOTe, ~s el llamado «julcio de rckvancia». ya I.l.ue. en aIro cas<? no
cabria apreciar la existencia de las graves razones que permitieran
acometer el juicio de constltucionaiidad de la Ley.

Por todo ello. no es admisible el plantca.miento de un:l. c:;('<;tión de
inconstÍ1ucionalida.d frente a toda la legislaCión de menores. en su
conjunto, o en gran partc.de su articulado. pues no todos los pn.:ceptos
en ella contenidos tienen una influencia decisiva para la rcsü!uoón de
los asuntos de los que conocen los Jueces de Menores que promueven
las anteriormente mencionadas cuestiones.

Tampoco es lícito cuestionar el Decreto de 11 de junio de 1q¡.:;, por
el que se aprueba el Tcxto refundido de la Legislación sobre Tribunales
Tutelares de Menores.cn la medida en la que contiene, junto a normas
de rango legal, otras que no-pueden ser objeto de tuestión de in(onstitu~

cionalidad por no tener rango de ley, ya que tal y como disponen los
art~. 163 C.E. y 35.2 de la LOTe. es requisito necesario para el
planteamiento de la cuestión de ¡nconstitucionalidad que la norma de
cuya validez depende el fallo tenga dicho rango, circunstancia que sólo
concurre en la Ley de Tribunales Tutelares de Menores. De ahi que
queden fuera de este proc.'Cso la pretendida ¡nconstitucionalidad de los
arts. 29, 68 y 69 del Reglamento para la ejecución de la LTTM,
planteada en la cuestión núm. 1.001/1988, sin perjuicio de que tales
preceptos. si hacen un desarrollo de la norma legal incompatible con la
interpretación de ésta quc"exige la CoÍlstituclón deban ser tenidos por
ilegales, y en consecuencia no aplicados por los Jueces (art. 6 de la
LOP!).

4. El Abogado del Estado niega por último la existencia del Hamado
«juicio de relevancia» en las cuestiones nums. 191/1990 y 2. l 51/1990,
exigido por el arto 35.2 de la LOTe. por entender que ambas hacen
referencia exc1usiva.mentc a la necesaria intervención del Ministerio
Fiscal en el procedimiento rcfonnador de menores.

En reladón con este argumento, conviene poner de manifiesto en
primer término, que el arto 15 de la LTTM regula conjuntamente el
procedimiento para corregir y proteger a los menores. De modo que
suscitrindose todas las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas en
el marco del procedimiento reformador. el citado juicio de relevancia no
afecta al valor de dicho precepto en el procedimiento protector. cuya
naturaleza propia no puede ser tomada aquí en consideración por no ser
ello pertinente.

Centrándonos, por tanto, en el procedimiento corrector, y suscitadas
las dudas en tomo a si la presencia o no del Ministerio Fiscal puede
tener influencia decisiva en la resolución que se adopte en los mismos,
cabe senalar que tanto la intervención del Ministerio Púhlico como el
respeto a otras garantías procesales básicas. tendrían una indudable
trascendencia en los respectivos procedimientos y, en consecuencia. en
la futura decisión que en estos pudise adoptarse, máxime cuando este
Tribunal ha señalado de manera reiterada. así en la STC 42/1')90, que
«si bien puede rechazarse la cuestión de inconstítucionalü,Ld cuando se
estime notoriamente IOfundada. ello no implica que pueda sustituirse al
órgano judicial para d~terminar en qué medida depende el fallo de la
validez de la norma cuestionada. de forma que -3 los ef,~t·tos de
inadmisión que ahora se examinan-, no cabe censurar ni eljuido sobre
la aplicahilidad de la~ norn13S que hace el Juez a qua, ni la interpretación
que de ellas se efectúa. en cuanto no sean manifiestamente imlzún::¡blcs
eSTe 4/1988) y sólo cuando de manl:rd evidente y sin ncccsilbd de un
análisis de fondo, la norma jurídica cuestionada sea, segú:l prinupios
juridicos básicos. inaplic..bJe al caso. cabrá reconocer qut' no cumple
dichIJ requisito proc...·sal (STC 19/19B8))).

Por lo qu~ respecta al art. 16 LTTtvf, que establece d prin':ipio de
libertad de criterio en 10 referente a !'l apreciación de 111'1 hechos
;:alificados de delítos o [aÍlas que se atribuyan a menores. y por su
rcJanón directa con c:st~ lus arts. 18) 23 t.le la mencionada ley. que
aluden a que las medidas que se adopten podrán prolong.arse hasta la
m.:¡yoria de edad civi! y mndit!carse de (lli::-io en cualquier mcmellt'), no
cahe duda de que. al c~estionarlos. se está .::uestionando la e:... ;[~~I'¡('i3 en
!os citados procesos del principio d~ legJlidad en re1acié'~ ~·O;"; el de
seguridad jurídica que rige ;:n el timbitu penal y en el adrúlnistratlYO
sanCiOnador, de moc'1 que no pu~dc negarse la impClI"r,,';iot d~ tal
Jlronunciamicntn rc:;pccto de lo~ 3cu¡;rdo"i que se adoph'fl. ]),: ~h .. '':;u<;:
no quepa negar en mW¡J alguno la concurrencia dd :Z-ql,ó,:!; de
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~deyancia contenido en el art. 35.2 de la LOTe Debe quedar excluido.
sin embargo, de este juicio de relevancia. por idénticas razones a las ya
señaladas al tratar el arto 15 LTTM. todo lo relativo al ámbito protector
contenido en los arts. 18 y 23 de la citada Ley.

Finalmente, yen relación con la cuestión núm. 1.001/88, se señala
por el Abogado del E~tado que solamente se ha oído al Ministerio Fiscal,
pero no al menor o al representante legal. siendo por consiguiente- un
requisito insubsanable. Dicha objeción es rechazable. ya que si bien es
cierto que no se puso en conocimiento del menor o su representante
legal la posibilidad de alegar lo que a su derecho conviniera sobre la
pertinencia d~ plantear la cuestión (art. 35.1 de la LOTe). no lo es
menos que la falta de alegaciones por parte de un Perito en derecho en
nombre del m.:nor, es precisamente uno de los motiv.os invocados como
fundamento de la ¡nconstitucionalidad del arto 15 de la LTIM, en la
medida en que la comparecencia y defensa ante los Tribunales de
Menores se prevé sin intervención del mismo. Por otra parte, no pued~

constituirse como un obstáculo para la admisibilidad la falta de
alegncíoncs Sobre una cuestión jurídica por personas legas en de-recno.
máxime si se tiene prc!)cnte que se dio audiencia al Minislerio Fiscal,
encargado tie promovcr la acción dc la justicia en defensa de !es
derechos de los ciudadanos (art. 124 CE.) Y asumir o, en sp caso,
prommer la· rcprest'ntación y defensa en juici9 y fuera de él, de quienes
por carecer dc cap:tcidad de obrar, no puedan actuar por si mi~mus (art.
3.7 dd Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado pur la ley
50/{l~81. de 30 de diciembre) como es el caso de los menores.

En virtud de todo lo dicho en los anteriores Fundamentos, se ha de
concluir que las cuestiones están correctamente planteadas y han de ser
admitidas a trámite, si bien su objeto s~ circunscribe a la posihle
inconstitucionalidad de los arts. 15. 16, 18 Y 23 de la LTTM, en lo
referente exdush'amente al ámbito corrector,

Esta delimitación del objeto de la cuestión, no implica pronuncia~
miento alguno sobre las normas reglamentarias; ni sobre aquellas que.
por su conexión directa con los prccept0s legales cuestionados, hay!!.n d~

ser yalorada.s por el Juez a la luz de lo que sobre éstos hayamos resuelto
(art. 5.1 LO?J). ni sobre aquellas otras que habrá de aplicar o no aplicar
en r::J.zón del juicio que en cada caso le merezca su conformiriad ;'"\JV- la
Constitución, con la Ley o con el principio de jerarq~í3 normativa (art.
6 LOP)). .. _: _.

De otra parte, y como es obviu, tampódoesta delimitación puede ser
entendida como una implícita afirmación de la constitucionalidad de los
restantes articulos de la Lev, pues es una razón estrictamente procesal
la que limita nuestro juicío a los cuatro artículos ya indicados, La
prudencia aconseja no extenderlo por vía de conexión o consecuencia a
otros preceptos de la misma Ley, como autoriza el arto 39.1 LOTe, pues
ni la conexión de esos otros preceptos con lo que ahora enjuiciamos es
tan estrecha que estemos forzados a hacerlo, ni se aumentaría con ello
la adecuación a la Constitución de nuestro sistema de jurisdicción de
menores, que. por el contrario, podría vcrse imposibilitada para
cualquier género dc actuación.

5. La regulación aprobada por el Decreto de 11 de junío de 1948
está inspirada en el modelo positivista y correccional. que considera al
menor irresponsable de sus actos, al que no se han de aplicar, para
examinar su conducta, las garantías jurídicas de otras jurisdicciones, por
entender que no es posible imponerle medidas de carácter represivo. que
tengan la consideración de penas o sanciones. Por ello, el procedimiento
establecido para reformar a, los menores prescinde de las formas
procesales: es el Juez el quc 10 inicia. investiga y decide, sin intcrvcndon
del Ministerio Fiscal ni de Abogado de1ensor, cuya presencia es
innecesaria porque es el propio Juez el encargado de velar por los
intereses -del menor y el que ha de decidir las medidas a imponer.
basándose en criterios meramente patemalistas.

Esta cs. por asi decir, la racionalidad lnterna del sistema en el qUE se
inserta el an. 15 de la LTTM, en su aspe<:to reformador, que según los
Jueces que promueven las cuestIOnes v el riscal General del Estado,
infringe lo dispuesto en los Tratados' Internacionales ratificados por
Esp211a y las garantías contenidas en el art. 14 de la C.E. para todo tipo
de pruccso. asi como los prmcipios de s(,.·gundad jurídica (art. 9.3 C.E.)
e igualdad (ur1. 14 CE.I.

El citado precepto señala que en los procedimientos para: corregir a
menores, <das sesiones que los Tribunall.:s Tutelares celebren no serán
públicas y ..::1 Tribunal no se sujetará a las reglas procesales vigentes en
las demas jurisdiccíones, limitándose en la tramitación a lo indispens<.l­
blc par;} puntualizar los hechos en Que hayan d~ fundarse las resolucio­
nes 4ue se dictt-n, las cuales se redactadn concisamente. haciéndose en
ellas m<;:ilción concreta de las medidas Que huhieren de adoptarse.

Las {lt'c¡:;iunes de estos Tribunales tomaran el nombre de acuerdos.
y la dc.:.i¡f.11ación del bg¡lr, día y hora en i,ll'C' han de cckbrar~~ sus
sesiones ~,crj hecha por el Presidente del re:ipcc!ívo TribuJ1a!. Los locales
en que acturn los Tribunales de Menorcs no podrán ser utilizados para
aetos juJll:a!t'S».

1:s i,:.,h; precepto el que h('mos de CIJl11r3s1ar con las nQrma~

(I}nSlIHKior.ak~s e in1ernacionales que los ju~'ccs que plantean 1.Js
di versa<; cUL"stioncs invo(al1.

frme la:; ü'nstítudona!cs figunn.-en priml'r lugar. \:umo rdteradJH'I(:l1k
quL'\l<1 ..:lid,\}. :..¡s contenidas en los arts_ 9.3 y 14 de la ConstÍtu\:ión. En lo
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que toca a la primera de eU.as, es cierto que la seguridad jmídica. entendida,
en su sentido más amplio, como la expectativa razonablemente fundada del
ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder en aplicacion dd
Derecho es difkilmente conciliable con una situación. como la descrita
por alguno de los Jueces proponl:"ntes, en la que la ordenación del
proceso se, hace de distinto modo en los diferentes Juzgados de Menores
con presencia en unos casos y ausencia en otros del Ministerio Fiscal y
del Letrado asesor. Esta situación no es directamente imputable a la
norma misma, sino a la utilización que de ella se hace. pero esta
utilización diversa es consecuencia precisamente de la prohibición que
la norma cuestionada establece al ordenar que «el Tribunal no se
sujetará a las reglas procesales vigentes en las demás jurisdicciones». Si
('st1 deliberada e.\c!usión de la legíslación procesal fuera constitucional­
mente admisible. la diversidad de tramitación, en cuanto no afec!ará a
otros derechos de quienes fueran purtes en el procedimiento no podría
reputarse contra:ia al principio de seguridad jurídica: si. por el controrio.
la m~ncionada exclusión es en sí misma inconstitucional, también la
diversidad radical en la tramitación de los procedimientos. de manera
que se respeten en unos casos y se ignoren en otros los derechos
garantizados en el arto 24 c.E.,' habrá de considerarse violatoria de 10
dispuesto en el art. 9.3 c.E. Como esta última es precisamente la
SItuación, según mas adelante razonaremos. ya ahora podemos afirmar
que el arto 15 LTTM viola el principio de seguridad jurídica consagrado
en el art. 9.3 C. E,

Las mismas razones empleadas para afimlar la violación del princi­
pio de seguridad jurídica son utilizadas por los Juec~s proponentes para
sostener la con1radicción entre el cuestionado art, 15 LTTM y el
principio de igualdad, pues esa contradicción se hace depender de !(1
distinta aplicación que unos y otros JuC't'CS hacen de la m1sma norma.
.El razonamiento resulta en este caso, sin embargo. inválido. pues si la
norma es constitucionalmente adecuada, la diversidad de procedimien­
tos no podrá ser tachada de discriminatoria, y si no lo es, la comparación
entre los distintos procedimientos es una comparación entre actuaciones
al margen de la Ley, de la que ninguna const:Cuencia cabe extraer
respecto de la igualdad en la aplicación de la Ley. El argumento, que
alguna de las cuestiones incorpora tambien y que el Abogado del Estado
rebate, de la posible violación del principio.) de igualdad por la existencia
de dos formas procL-sales distintas: una para los menores y otra para los
adultos, no reviste, como es obvio, la mínima consistencia. pues. como
es claro, 1.. diferencia sustancial entre unos y otros en cuanto a la
responsabilidad penal es fundamento ohjetivo mas que suficiente dC' la
diferencia procesal. (.-\Sl. por ejemplo. en la Sentencia del Tribunal
Europeo de los Derechos Humanos de 29 de febrero de 198S~ caso
Bouamar).

Despejado 10 anterior, parece necesario ordenar de algún modo. para
entrar en lo que podríamos llamar el fondo de la cuestión, las restantes
normaS, constitucionales unas e intermKionalcs otras, que los Jueces
creen violadas por el precepto cuestion<\do. Las normas constitucionales
son, en concreto, las contenidas en los arts. 10.1. 14, 39.4 Y 96.1 de
nuestra Carta fundamental. Dos de ellas (10.1 Y 96.1) ha<'C'lI rclCr('n~ia

a los tratadus o acuerdos inrernacionalt.'s: esta referencia tiene. sin
cmbargo, muy distinto sentido. pucs en 13nto que una de ellas ~e limita
sólo a la Declaración Universal de los Ocn.'l'hos dd Hombre v a los
tratados y al.:uerdos internacionales sobre las mismas materias. y
contiene un mandato dirigido a todos los poderes publicas, 1:1 segunda,
que abdrca todm lo') tratados internacionak's, sea cual fuere su matcría.
ad"m¿s de incoporarlos a nuestro ordenamicnto interno. los dota de una
especial resistencia o fuerza pasi \·a.

La violacíón dd art. 96.1 que los JuC(~'S cucstionantcs aducen no se
da en d caso pri:'scnte; el precepto cuestionade dat3 de 1948, en tanto
que el PaCto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la
Convención Europea de los Derechos Hum;;¡nos y lib;:rtadcs Funda­
mentales 51;: incorporan a nuestro ordcnami('nto el 30 de :::.hril de 1977,
yei la de octubr<: d..· 1979, respectivamente. con lo que, como C)) l!b"io,
la \.'ontradicción entre la norma legal y bs internacionales, de c;.;.btir. es
la que existe entr~ la norma anterior y la postcríor.

Tampoco puede entenderse autónomamc¡He infringido por ei pre­
cepto cilcstionado el art. 10.2 de la Constitución. pues esta norma se
¡imita a estableccr una conexión entre nue,',tro propio sist"mu de
derechos fiJndamentales y libertades, de un lado, y los Convenios y
Tratados Internacionales sobre las mismas materias en 105 Que sea parte
España, de otro. No da rango constitucional a los derccho\ y Iibertad...s
internaCionalmente proclamados en cuanto no estén tamhi~n consagra­
do~ por nue3tra propia Constitución, pero ubliga a interpretar los
cúrr.....spondicnt.....s preceptos de ésta de ¿H.'w.:rdo eon el contenido de
dichos Tratados o Convenios. de modo qu~ en !J. practica este contenido
i,,;' ':011" l.....ne en cierto modo en el ClIltcmdo ~'omtiluc¡onalmenh.~

Jecl¡¡rudo de los den:l,:hos y libertadeS qtle cliulIeia d \:apitulo segundo
del titulo 1 de nUt."stra Constitución. [s e\ idelHl', no obstJ.ntt.". que
cuando el legislad,¡¡' ú cualquít."r otro podt."r publi,:o adopla de¡,:isiones
qU.... en rc!Jci6n ('01 uno de los dl;.'re{·hos fund;~mt'll!aks a la;; lib·:naJ<;,s
quc kf (onstítuciün enmarca. límitJ o reduee el contt'oido que almislllo
atribuyen los citados Tr.lt..1dos o Convi'nios.. el priX"ptO l:oll$1Hucional
dirL·\:I,lIn('llle inthn.giJo Sl..'r.,Í el qUl: enunda e~..· d..·.f\.'t.:ho o Iib:nad. sin qUf':
J dio añada nada la violación indÍl\-'(la y mediata del arto 10.1 e E. que
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por definición no puede ser nunca autónoma, sino dependiente de otra,
que es la que este Tribunal habrá de apreciar en su caso.

Otro de los preceptos constitucionales presuntamente infringidos es
el arto 39.4, según el cual, como se sabe, los niños gozarán en España de
la prolección prevista en los Acuerdos Internacionales que velan por sus
derechos, de manera que, en cierto modo, opera una recepción gen¿rica
de esas normas de protección que, sin embargo. a diferencia de lo que
sucede en el caso del art. 10.2 no incorpora el contenido propio de
derecho fundamental alguno. puesto que, en general (art. 53.3 C.E.) los
principios reconocidos en el capitulo tercero del titulo 1, aunque deben
orientar la a<.:ción de los poderes públicos. no generan por si mismos
derechos judicialmente actuables. Ciertamente la mayor rigidez de la
norma internacional impondrá normalmente la prevalencia de ésta
sobre la norma legal, pero no es ésta cuestión que aquí esté planteada.
pues la falta de pro lección para el menor que eventualmente resultaría
del 41rt. 15 LTTM se da, de e:<istir, como consecuencia de la infracción
de la morma constitucional que consagra el derecho a la tutela judicial
efectiva y a un proceso con todas las garantias.

La contradicción con el arto 24 de la Constitución es, en consecuen­
cia. la que fundamenta realmente la duda que los Jueces proponentes
albergan sobre el art. 15 LTIM. Antes de entrar en el análisis de este
problema conviene precisar. sin embargo, cuáles son· las disposiciones
mternacionales que hemos de tomar en cuenta para acatar el mandato
del art. 10.2 de nuestra Constitución, 'Pues no todas las mencionadas en
las cuestiones son Tratados o Acuerdos internacionales ratificados por
España. Así sucede con las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para
la Justicia de Menores, de 29 de noviembre de 1985. también llamadas
Reglas de Beijing (o de Pekín. en el anterior sistema de transcripción)
o con la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa
de 17 de septiembre de 1987 (R-87-20). Tanto aquéllas como ésta
expresan una doctrina generalmentre aceptada en el correspondiente
ámbito y que, seguramente, debe inspirar la acción de nuestros poderes
públicos, pero no vinculan al legislador ni pueden ser tomadas en
consecuencia como referencia para resolver sobre la constitucionalidad
de la Ley. Las disposiciones a tomar en consideración son, por lo tanto,
las contenidas en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
yen la Convención de Roma. así como, autorizados por el principio iura
l10rit curia. las que recoge la Convención sobre los derechos del niño;
adoptada por las Naciones Unidas en 20 de noviembre de 1989 e
incorporada a nuestro ordenamiento en 31 de diciembre de 1990, una
Convención que. como es ciaro, en ralón de su fecha, no pudo ser
aducida como parte de nuestro ordenam¡~nto por los Jueces proponen-o
tes.

6. Expuesto ya antes el contenido del precepto cuestionado en su
tenor literal, no es necesario hacer consideración alguna para evidenciar
su lOcompatibilidad con los derechos fundamentales enunciados en el
art. 24 c.E. El arto 15 LTTM excluye rotundamente la aplicación de «las
reglas procesales vigentes en las demás jurisdicciones» y, en consecuen­
cia, es superfluo enumerar uno por uno los mencionados derechos
fundamentales, que establecen, entre otras cosas. los princil;lios básicos
que las «reglas procesales vigentes» deben incorporar. QUizá proceda
sólo precisar, puesto que ello, no deriva prima Jacie de la letra del
precepto constitucional, que también el derecho al Juez ordinario
predeterminado por la Ley resulta afectado en la medida en que de él
forma parte el derecho a un Juez imparcial, y tal derecho exduye la
posibilidad de que el Juez mismo asuma la acusadón.

La segunda parte del precepto que ahora consideramos no contiene
referencia alguna al procedimiento y en parte ha Quedado sin contenido
desde la sustitución de los Tribunales colegiados por órganos uniperso­
nales. La precisión que en el mismo se hace de que las decisiones de la
jurisdicción de menores (también en ejercicio de la facultad reforma­
dora) sean denominadas acuerdos, y no sentencias, e incluso la
caracterización que,.~ a contrario, se hace de la actuación de esta
jurisdicción como actuación' no judicial evidencian también, sin
embargo, la misma concepción del procedimiento ante los Juzgados de
Menores como procedimiento del todo ajeno a la legislación procesal 'i
en el Que. por tanto, no se garantiza el respeto de lo:. derechos
fundnmentales que enuncia el arto 24, derechos cuyo disfrute requiere
normalmente la interposilio legislationis.

Esta palmaria discordancia entre el procedimiento configurado por el
arto 15 LTTM Ylos derechos fundamentales que garantiza el arto 24 C.E.
no basta, sin embargo. para sostener la inconstitucionalidad de aquél.
Como es obvio, dicho procedimiento sólo sera constitucionalmente
ilegitimo si, debiendo acomodarse a los derechos fundamentales que a
todos garantiza la Constitución en relación con el proceso, no 10 hace,
pero no si, en virtud de su naturaleza propia, puede ser regulado sin
acomodars~ al modelo que deriva del art 24 C.E. Dicho entre otros
términos: el procedimiento previsto en el arto 15 LTTM sólo podrá ser
considerado constitucionalmente ilegítimo por colisión del arto 24 C.E.
si se entiende 9ue se trata de un proceso (o eventualmente de un
procedimiento dIsciplinario o sancionador), pero no si se le atnbuye una
naturaleza distinta.

Este problema pUJ:de ser abordado, en principio, por dos vías
distintas. Una, que ha sido utilizada por la mayoría de los jueces
proponentes y empleada también por el Ministerio Fiscal, comistente en
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deducír la naturaleza del procedimiento a partir de la naturaleza de las
infracciones que lo originan y de las medidas (auténticas penas. dicen
algunos jueces) que a su término se imponen. Otra, también aludida en
alguna de las cuestiones y en las alegaciones del Ministerio Fiscal. es la
de razonar a partir de los tratados y acuerdos internacionales sobre la
materia.

El primero de estos métodos no permíte alcanzar I.:oncbsiones
absolutamente firmes. Es cierto que las acciones u omisiones que
pueden dar origen a un procedimiento de reforma son las que el Código
Penal califique de delitos o faltas [arto 9.1 A) LTTM], pero también las
infracciones «consignadas en las leyes provinciales y municipaleS}) [art.
9.1 B) LTTM] e incluso conductas no tipificadas pcnalmente [urt Y.] e)
LTTM). De otra parte las medidas que el Juez de Menores puede
adoptar, enumeradas en el arto 17 LTTM. no se adoptan en ejercicio del
fUS puníendi. ni tienen tinalidad retributiva. En la mayor parte de los
casos entrañan una rest!"Ícción de la libertad personal del menor pero
tampoco cabe equipararlas a las penas de privación de libertad.

Mas expedito parece, en consecuencia, el método consistente en
interpretar el arto 24 C.E•.a la luz de 10 dispuesto en los, ~ratad.os y
Convenios a los que se refiere el arto 10.2 C.E. para preCisar SI los
derechos que en el mismo se enuncian deben reconocerse también a los
menores sujetos a un procedimiento corrector ante un Juzgado de
Menores. -

La Convención .re las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño
(en adelante. CON) no excluye totalmente la posibilidad de un procedi­
miento no judicial puramente corrector, distinto. no sólo en matices y
detalles, sino en su concepción general, del proceso penal. El recurso a
un procedimiento de este género, en el que en todo caso «sc respetarán
plenamente los derechos humanos y las garantías legales» se hace
depender, sin embargo, del establecimiento de una edad mínima, por
debajo de la cual «se presumirá que los niños no tienen capacidad para
infringir las leyes penales».

Nuestro sistema no se ha acomodado aun, sin embargo, a esta
recomendación. Es cierto que d Código Penal (art. 8.2) exime de la
responsabilidad criminal a los menores de dieciséis años y considera
atenuante (art. 9.3) la edad comprendida entre los dleciseis y los
dieciocho años, pero también es evid,ente que no considera incapaces de
infringir las leyes penales a los menores de nínguna edad, pues tanto el
arto 9.1A) LTTM. como el citado,~. 8.2 CP implican una volumad del
menor en la realización de las ac'ciones tipificadas como delitos o faltas.
Por eso, aunque en el futuro. mediante una reforma profunda del
sistema, no sería imposible regular un procedimiento corrector distinto
del proceso penal y aplicable sólo a los menores considerados incapaces
de infracción penal (una incapacidad que ,en buen número de países se
extiende precisamente hasta los dieciséis años, esto es, la edad a la que,
entre nosotros, se es ya penalmente responsable), en la actuaiidad,
operando la jurisdicción penal· para la reforma de menores sobre
personas a las que. aunque consideradas penalmente irresponsables, se
les atribuye la realización de delitos o faltas, el procedimiento regulado
por el arto 1S LTTM no es ese procedimiento distinto del proceso penal
al que se refiere el arto 40.3 b} de la CON, sino un procedimiento que
se origina en una acción u omisión penal (o administrativa) tipificada,
cuya autoría se atribuye a un menor. es decir, un procedimiento
aplicable a los menores a efectos penales.

Tanto del Pacto Internacional de Derechos Civiles v Pollticos (en
adelante, PIDCP), como de la CDN resulta inequíyoca'mente que ese
procedimiento no es otra cosa que una variante del proceso penal. cuyos
principios básicos debe respetar. Asi se desprende ya de lo dispuesto en
el art. 14.4 del PIDep, cuyo tenor líteraI (<<En el procedimiento aplícable
a los menores de edad a efectos penales, se tendrá en cuenta esta
circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social») al
ordenar Que la minoría de edad sea tenida en cuenta para la ordennción
del proceso, impone también implicitamente la obligación de que en la
ordenación de éste se aseguren los derechos que, con carácter general,
para todos los procesos penales, enumera el apartado anterior (3) de[
mismo articulo.

De manera explícita y rotunda, esta obligación se establece también
en el arto 40.2 h} de la CDN, según el cual, a «todo niño del que se alesue
que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de hahtr infringIdo
esas leyes se garantizará al menos lo siguiente: '

i} Se le presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad
conforme a la Ley.

ii) Será informado sín demora y directamente O. cu'll1do sea
procedente, por intermedio de sus padres o de sus representantes legales,
de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asisteocta juridica
u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su
defensa.

iii) La causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano
judicial competente, independiente e imparcial en una audíencia equita~
tiva conforme a la Ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo
de asesor adecuado y, a menos que se considere que ello fuere contrario
al interés superior del níño, teniendo en cuenta enparticubr su edad o
situación y a sus padres o representantes legales,

iv) No será obilgado a prestar testimonío o declararse culpable,
podrá i~terrogaro hacer que se interrogue a testigos de ca;·gú y obtener
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la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones
de igualdad.

,v) Si se considerase que ha infringido. en efecto, las leyes penales,
Que esta d~isión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán
sometidas a una autoridad u órg.lno superior competente, independiente
e imparciaL.».

Cabe afirmar, como conclusión de cuanto antecede. que. interpreta­
dos de acuerdo con el Tratado Internacional de Derechos Civiles y
Políticos y el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libcrtad~s Fundamentales y de la Convención de los
Derechos del Niño, los derechos fundamentales que consagra el. arto 24
de nuestra Constitución han de ser respetados también en el proceso
seguido contra menores a efcctos penales y que, en consecuencia. en
cuanto que tales derechos se aseguran mediante ~l cumplimiento de las
reglas proc.:sales que los desarrollan. el art. 15 LTTM. al ex.cluir la
aplicación de «las reglas procesales vigentes de las demás jurisdicciones>"
ha de ser declarado inconstitucional y nulo.

Esta declaración requiere. sin embargo, dos puntuaJizaciones impor­
tantes. La primera es la de que esta declaración de nulidad del precepto
en cuanto que regulación del procedimiento corrector, no implica su
errad.icación total del ordenamiento en la medida en la que el objeto de
las cuestion~ es sólo el análisis de dicho precepto como procedimiento
a seguir en el ejercicio de la función refornladcra y no de la función
protectora de la jurisdicción de menores, cuestión esta última de la que
se ya ocupó este Tribunal en su STC 71/1990.

La segunda es la de que las especiales características del proceso
reformador que nos ocupa. determinan, sin embargo, que no todos los
prinCipios y garantias ex.lgidos en los procesos contra adultos hayan de
asegurarse aquí en los mísmos términos. Tal es el caso del principio de
publicidad, en donde razones tendentes a preservar al menor de los
efectos adversos que puedan resultar de la publicíltid de las actuaciones.
podríajllstificar su restricción. En tal sentido conviene recordar que este
principio admite excepciones en los términos señalados en las leyes de
procedimiento, y así se recoge en el propio arto 120.1 de la C.E, yen
concordancia con el mismo. en e! arto 233 de la LOPJ. Específicamente
en el ámbito internacional, y por lo que respecta a los procesos seguidos
contra menores. se prevé dicha· posibilidad. Así. en la regla 8 de las
llamadas (,Reglas de Beijing», sesel1ala que para evitar que la publicidad
indebida o el proceso de difamacíónperjudique a los menores. se
respetará en todas las etapas el derecho de los menores <: b. intimidad.
y que en principio no se publicariÍ ninguna mformación que pueda dar
lugar a la individualización de '<un menor delincuente». Asimismo, tal
restricción se reconoce en el arto 14del Pacto Internacional de Derechos.
Civiles y Púlíticos, en el arto 6'tlel Convenio Europeo para la Protección
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y en el art.
40 de la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre
de 1989.

Este Tribunal es bien consciente de que la declaración de inconstitu­
cionalidad del arto 15 LTTt-.t en lo que se rcfi~rc sólo al procedimiento
cúrrector, crea una situación normativa oscura e inch.lso un vacio
normativo que unicamente la actividad del legislador plJede licuar de
manera definitiva. Por eso, como ya hicimos en la citada src 71/1990.
hemos de ~ubrayar la imperiosa necesidad de que, de acuerdo con 10
previsto en la disposición adicional primera de la ley Orgánica del
Poder Judicial, las Cortes procedan a reformar la l~¡slación tutelar de
menores. En tanto eso no suceda; serán los propios Jue¡,:es quienes
habrán de llenar el vacío producido. Afortunadamente el mencionado
ano 40.2 b) de la CDN y nuestra propia doctrina acerca de los derechos
garantizados por el arto 24 y en especial, sobre el derecho al Juez
imparcial (de donde deriva el principio de contrariedad y en consccucn~

cía la presencia, en el proceso penal, de un acusador) pueden facilitar el
desempeilo de esa- tarea.

7. El arto 16 LTTM, cuya constitucionalidad se cuestiona. di:¡pene
que <dos hechos calificades de delitos e faltas en el Código Penal o en
leyes especiales que se atribuyan a los menores de dieciséis años serán
apreciados por los Tribunales Tutelares, con razonada libertad de
criterio, teniendo en cuenta la naturaleza de los expresados hechos en
directa, rel,ación con las condiciones morales y sociales en Que los
menores las hayan ejecutado. y prescindiendo en absoluto del concepto
y alcance jurídico con que, a los efectos de la respectiva responsabilidad.
se califican tales hechos como constitulÍvos de delitos o faltas en el
Código Penal y en las mencionadas Leyes especiales>}.

Los órganos judiciales que plantean las cuestiones fundamentan su
duda,. como ya queda dicho, en la dificil compatibilidad de dicho
precepto con los arts. 9.3)' 25.1 C.E. La muy generica de~ript:ióll de las
condU\.:t'is que pueden dar lugar íi la adopóón de mcdid;¡s correcloras
hace imposible establecer un sistema de relaciones claro entre éstas y
aquellas y viola así tanto el principio de seguridad jurídica como ~I de
legalidad. especíalmente en cuante éste implica también el de tipicidad.

Este fundamento no puede desecharse, como propone el Ministerio
Fiscal, excluyendo la aplicabilidad del principIO de tipicidad. Es cierto
que llis conductas que de modo muy laxo describe el artículo cuesiÍo­
nado no so!'!. supuestos de hc<:ho para el ejercicio de ius punief1di en su
sentido más riguroso, pero tampoco puede ignorarse que las medidas
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que el Juez puede adoptar (las especificadas en el arto 17 LTTM)
comportan importantes restricciones a la libertad del menor. No 'ion
penas en senudo estricto, pero se adoptan precisamente como eonse~
cucncia de conductas pcnalmente tipificadas y resultaria paradójico q~e
la atribución de estas conductas a un menor trajese como consecuenCia
una disminución en su contra de las garantías de las que gezaría :;1 no
lo fuese.

Por ello, ni la calificación de las medid:ls como medidas d~
corrección y no penas, ni el mayor peso (lue respecto de ellas cabe
atribuir a la finalidad de readaptación social, tampoco auscnte de la
pena en sentido estricto (art. 25.2 CE.) permiten entenúer que el
legislador resulte liberado en este caso del obligado respeto al principio
de tipicídaJ. aunque, sin duda. quepa admitir en este ámbito una
I1c:\ibilidad mayor que en el penal de manera que se deje más espacio
a la discrecionalidad judicial para ponderar las circunstancias personales
y sociales del menor, en orden a obtener su efectiva reinserción social.

De acuerdo cOll"todo ello, si el art. 16 LTTM no fuese susceptible de
otra intcrpretadón que aquella que ve en el una simple autonzación al
Juez para que este, con absoluta discrccionahdad, califique las conductas
v determine, en consecuencia, también con absolut<l lihertad. las
medidas a adoptar, no habría otra alternativa que la de declarar su
inconstitucionalidad y consiguiente nulidad. ~

Pero esta interpretación no es. sin embargo. la única posible. El tenor
literal del precepto cuestionado. al seria lar que el Juez apreciará los
hechos calificados en el Código Penal como dditos o faltas. en relación
con las L:ondiciones sociales y morales del menor y que {~.l tiempo de
determinar la responsabilidad del mismo prescindirá del concepto y
alcam:e jurídico con que tales hechos son calificados pen:llmt"nte. debe
~r cntendido sólo como una prohibición de que se utilice en la
jurisdiccion de menores el catálogo de cIrcunstancias que atenúan o
agravan la responsabilidad en todo su rigor y extensión, por tratarse de
inimputables penales. P..:ro dicha pruhibición no implica que el Juez nü
vea su libertad. de caliticat:ión de los hechos limitada por la tipificación
<.:untcnida en los preceptos penales transgredidos. ni que su di'\Crcciona­
lidad para la adopción de medidas no deba tener en cuenta la correlación
entre d{'litos y faltas v las penas para ellos previstas. Así, junto con la
Ilcccsaria flexibilidad de que ha de disponer el Juez en la apreciación de
los hechos y de su gravedad. tambien es preciso que .se sujet~ .a
de!crminados principios que operan como iímítcs a esa cilscrcclOnait­
dad. recunocidos en algunos casos en la propia LTTM -las mcdidu.s
impuestas no pueden exceder de la mayoría de edad civil-, y en -otros
implícitos en la imposición de cualquier medida restrictiva de derechos
fundamentaks. como son la proporcionalidad entre la gravedad del
hecho y la medida impuesta o la imposibilidad de establecer medidas
más graves o de una duraciónsupenor a la que correspondería por los
mismos hechos si de un adulto se traUlSC. Tanto la razonada flexibilidad
del Juez como la existencia de limites en la imposición de las medidas
correspondientes ha sido reconocida en el ámbito internacional. A
mayor abundamiento, la regla 6.1 de las «Reglas de Beijing» dispone
que, debido a «las diversas necesidades cspeciaks de los menores. asi
como de la diversidad de medidas disponibles, se ü"lCulta un margen
suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentcs
etJpr:.s de los juicios y en los distintos niveles de la Administración de
Justida de menores. Íllc!uidos los de investigación, procesamiento,
Sentencia y de las medidas complementarias de las d;;cisiones». Por otra
parte, la regla 17.1 señala que la ,resolución en esta--materia se ajustara
<1 los siguientes principios:

<<2,) L1 respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada no
sólo a las circunstanci<ls y la gravedad del delito, sino también a las
circunstancias y necesidades del menor, así como a las necesidades de
la sociedad.

b) Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán
sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al minimo posible.

c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de
que el menor sea condenado por un acto grave en el Que concurra ­
violi?ncia contJa otra persona n por la reincidencia en comct<:r otros
delitos graves y siempre que no haya otra respuesta adecuada...»

De conformidad con todo lo cxpu;;-sto, h;:¡ de declararse que el arto 16
dE' la LTTM no es contrario a la Constitución, interpretado en los
terminas y cen las garantías que acabamos de exponer, todo ello sin
perjuicio de reiterar la imperiosa necesidad de una pronta reforma
legislativa en esta materia.

S. Finalmente, resta por ('xaminur la constitucionalidad de los
arts. 18 y 23 de la LTTM. El primero sef.a1a. en lo que al proceso
corrector se refi-:re, quc las r.1cdidas de reforma prolongadas que. en su
caso. pudiesen imponerse al menor no podrán proJongarse más ailá de
la mayoria de edad civil. El segundo dispone que los acuerdos de los
Ju..-ccs dil,tado'i ¡x¡ra corregir a los menores no revisten caráctl.':r
dl·finitivo. pudiendo ser modificados y dejados sin efeClo en cualquier
mümer.to, bien de oficio, bien a instancia del reprcscntan{": lega.l del
menor.

La duda MIare la constitucionalidad de estos preceptos se origina
wmbiCn en la dificil conciliación de la indete.-minac.ón en la duración
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de l<l~ medidas COft\."Ctoras que de ellos resulta con el principio de
legalidad penal en cuanto que éste implica también ta predeterminación
de las penas.

Esta supuesta contradicción con el art. 25 de nuestra Constitución
no puede S('f afirmada. sin emhargo, en relación con un precepto (el cel
art 18 LTTM), cuya defectuosa redacción se limita a establecer un
límite absoluto a la duración máxima de las medídas correctoras. sin
prejuzgar en lo demás cuál haya de ser la duración de estas medidas en
cada C:lSO concreto. Ese límite CS, por lo demás. congruente con la
naturaleza propia de tales medidas, así como con la finalidad reforma­
dOITI que con ellas se persigue, pues alcanzada la mayoría de edad civil
cesa la acción tutelar rropía de esta jurisdicción. sin que, por tanto.
pueda entenderse que dicho limite conculque el principio de legalidad en
los térmmos ya apuntad(\:':i.

Tampoco la posibilidad de modificar los acuerdos adoptados en
materia reformadora contraria tal principio, pues hay que partir de las
especiales caracteristicJs de esta jurisdicción, en donde las medidas a
imponer no tienen la consideración de penas retributivas de conductas
ilícitas. sino de medidas correctoras, aun cuando restrictivas de los
derechos fundamentales del menor. siendo impuestas en atención a las
condiciones del mismo y susceptibles de adaptadón en atención a las
circunstancias del caso y a la eventual eficacia de la medida adoptada,
primándose así la necesaria f1exibilidad que tanto para la adopción de
tales medidas como pafa el manteniiniento de éstas ha de regir la
actividad jurisdiccional en la materia. Es claro, por lo demas, que el
mencionado precepto, al indicar que los acuerdos no tienen carácter
definitivo y puedcn .ser modificados e incluso dejados sin efecto. en

modo alguno autoriza a .::grnvar, si no es mediante nuevo pn;(:·~di;n¡ento

en razón de nuevos hccJ~os, las medidas ya adoptadas.

fALLO

En atención a todo 1(\ expuesto. el Trihunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Declarar inconstitucional el arto 15 de la Lev de Tribunales
Tutelares de Menores. en cuanto regula el procedimiento apll:::able en
ejercicio de la facultad de corrección o reíorma.

2.° Declarar que no es inconstitucional el art. 16 de la citada
norma, interpretado con el sentido y alcance previsto en el fund:.unento
juridico 7.°

3.° Desestimar las cuestiones en todo lo demás.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a catorce de f~brcro de mil novecientos nO\'enta y
uno,-Firmado.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LJo­
rente.-Femando García-Mon y Gonzálcz-Regueral.-Carlos de la Vega
Benayas.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jesus Leguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Jose Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-Vicente Gimcno Sen­
dra.-Rubricados.

•

EN NOMBRE DEL REY

I. Antecedentes

la siguient.:

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compu~ta por don
Fc-ancisco Tomás y Valiente, Presidente: don Fernando Garcia-Mon y
(i<)tlzáL:z-RcgueraL don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Le~uina

Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, l...raglStra·
dos. ha pronunciado

Juzgado en proveer la wlicitud dd recurrente de Que se le dl'sign~sen

Abogado y Procurador del turno de oficio para la interpnsición de
recurso de apelación. Por lo que respecta a esta concreta cUt.''itión, el
Cole~io de Abogado'i dt' tI.'ladrid afirma en su dictamen que, antes de
emítlr el mismo. solititó la colaboración del Colegio de Ab;::,.~:ados de
Cddiz sobre la ausenóJ de d.es1gnación de Abogado de oficio, manifes­
tándose y documentándose !por;..{'Iicho Colegio que en sus arch; vos sólo
constaba una petición de Abogado del turno de oficio solicit3da para
don Juan Carlos Caccres Oambini por el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de dicha ciudad. pero como quiera que en dicha p>;tición
se omitía expresar dalos fundamentales como el objeto o pret-:.:'n~¡ón para
la que soliCItaba el nombramiento de dicho profesional. se requirió a
dicho Juzgado a lo~ efectos de que se completara y ampliara didw olicio,
sin que por el Tribunal solicitante y hasta la fccha se haya recJoldo la
información solicitada a su .,:ez por el Colegio de Abogados de Cidiz.
Por providencia de 23 de enero de 1989, la Sccción acordó dar traslado
a la Letrada designada en tumo de oficio en segundo lugar. derla ["'laría
Jesús Fcrmindez y Boronal, para la formuladón de la corrcs~)',)nd¡('ntc

demanda de amparo, Que fue presentada por escrito de 17 de febrero
de 1989.

2. La demanda de amparo se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

a) En fecha 15 de junio de 1987, el hoy recurrente d~ amparo.
interno en el Centro Pwit~nclariode El Puerto de Santa M¿ri2, soheitó
a la Dirección del Centro que le fuese reconocido el derecho a un trabajo
remunerado y a los ~ncficios correspondientes de la Seguridad SuCta!'
Posteriormente, ante la ausencia de contestación, presentó qu.':;a anJe el
Juzgado de Vigilancia de Cidiz (expediente numo 1.025/1981). Por Auto
de 31 de julio de 1987, el Juzgado estimó parcialmente la queja
formulada y reconoció al solicitante el derecho a un puesto C~ trabajo
y a los beneficios de Seguridad Social. pero matizando que el mismo s~

haria efectivo de man~r3 inmedíata cuz:ndo, dada la carenci" de puestos
de trabajo dentro de la .D!"isión. lo obtuviese siguiendo la prd<i~lór. fijada
por la Junta de Régimen y Administración del Centro Penl~e:~'¡ario.

b) Contra dicho Auto interpuso el solicitante recurso tic .1p.-:laClón
ante la Audiencia Provindal de Cádiz, solicitando la cesignación de
Abogado y Procurador del turno de- oficio para la tr.:!.r.1it~-:-lón del
mismo. Por Auto de 5 de' octubre de 1987, el Juzgado de"\ í:.:;ilancia
Penitenciaria consideró dicho recurso como de reforma y lu· d:.o.cstimó
por los mismos argumentos que el Auto impugnado y luvO por
ímcrpucsto recurso de apelación, ordenando remitir testimx;io de las
actuaciones a la Audie~óa Pro\·inrial. así como librar pri?Vi2rJ':.:-¡;te los
oficios pertinentes J. los Colegios de Abogados y Procur::lc.o-:-,;s para la
designación de turno d~ oficio de Abogado y Procurador. r:::-',pectiva.
mente, al rl~urrcnte.

c) Ante la ausencia de noti ....ias f"I..·specto a las designacioi:cs ir:tcrcsa­
d:Js. el hoy recurrente dirigió diversos e~("ritos al Decano ctd e '~'-,"gii) de
Abogados de Cádiz, al Pr('s¡dc-Etc de la Audiencia Provincial, :;;.i J1.1zgndo
de Vigilancia Penitenciaria, a la. Fiscalía Gencral del E;;'-~;:"::) y al
Defens.or del Pueblo, exponiendo que no tenia conocimic".!,) alguno
acerca de la designaci0n dI;': Abugado y Pr;,1curador del lUrr..c :,!'. oficio
p~lra que le asistan y n:pres~IH~!l, respectivamente, en ;:;! Lé:'.:¡SO de
apdaóón interpwsto.

Silla Primera. Scmencia 37/1991. de 14 de feérero. Recurso
de amparo 1.578/1988. Contra la amistó': por el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de Cádiz al no proceder a la
designación de A.bogado y Procurador del turno de oficio
solicitada por el1w.v recurrente para formalizar recurso de
apeladón contra .luto de dicho Juzgado. Tutela electira de
Jueces y Tribunales: dera'ho a un proceso sin dilaciones
indebidas.

7199

L Por escrito presentado en este Tribunal el 3 de octubre de 1988,
don Juan Carlos Gicercs Gamhini solicitó el nombramiento de Abogado
y Procurador dd turno dc oficio para interponer recurso de amparo.
Etectuados los nombramientos solicitados. el Letrado deSIgnado en
primer lugar, don Miguel Angel Ruiz Monsalves, por escrito presentado
el 2 i de noviembre de I Q88, se excusó de la defensa del recurrente. Por
pro\'idencia de 28 de noyi~mbre de 1988. la Sección Tercera de la Sala
Segunda -en la actualidad Sala Primera- acordó tener por excusado al
Letrado y r~mitir testimonio de bs actuaciones al Consejo G~ncral de
la Abogada para que. de conformidad con lo dispucsto en el arto 38 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil. emitiese el correspo!1dicnte dictamen
sobre si puede o no sosteners;: la pretensión del recum:nte. La Juma de
Gobierno del Colegio de AbogaGü'i de Madrid. en di;,:tamen de t~cha 27
de dici;:mbrc d~ t 988, consideró sostenible la prek'nsiún d~ ampaiO al
estimar que en la re~~J.~m:.':"i9n pla~ltea~a por el S?:~cit:mt~ dc a~l1p~ro
ante el Juzgadú de \' 19l1ancla Pen:tenc¡ana de Cadlz ~"~ e'it.1ba ll1fnl1­
g~c-:1d.o I~s dcr~chos.3 obtene: la tutela j~ld¡cial efectiva y :1 un proc~so
Slíl dl1auones md::bldas consagro.dos en el a.."t. 24.1 y 2 d,-," la Ccmt11u·
ción. debido a las omisiones o f<da de actividad procesal. del citado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. J.578/l988, interpúcsto por don Juan
Carlos Cáceres Gambini. representado por la Prowradora de los
Tribunales doña Adela Gilsn.nz Madroño y asistido por la Letrada doña
María Jesús Fernández y Boronat, contra la omisión por el Juzg.1do de
Vigilancia Penitenciaria de Cádiz en proceder a la designación de
Abogado y Procurador del turno de oficio solicitada por el hoy
recurrente para formalizar recurso de apelación contra el Auto de 31 de
julio de t9S7 de dicho Juzgado, dietado en el expediente 1.025/1987. En
el proceso de amparo ha sido parte el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el i\1agistrado don Jesús Leguina Villa, Quien expresa el parecer de la
Sala.
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